
LA ACCION EJECUTIVA EN EL
PROCESO CANONIC°

. EJECUCIÓN DE LA LEY

La norma juridica, como reguladora de la actividad social, no es sola-
mente el enunciado teórico de un derecho, sino la expresión de una vo-
luntad legal que imperativamente se ordena a la ejecución. "El derecho
existe para realizarse—ha escrito ITIERING----. La realización es la vida y
la verdad del derecho ; es el derecho mismo. Lo que no pasa a la realidad,
lo que no existe más que en las leyes y sobre el papel no es más que un
fantasma de derecho, palabras vacias" (1). "Y, en efecto prosigue CAS-

TAN, comentando !as palabras del célebre jurisconsulto germano—, aunque
nuestra concepción iusnaturalista recliau esa idea de gut no haya otro
derecho objetivo verdad que aquel que cuaje y se realice en la vida, hemos
de admitir como includable que el d2recho es para la vida, o más exacta-
mente, que tiene por fin la realizaciñn de la justicia en la vida."

La ejecución de la ley debe prestarse espontáneamente por el pbligado,
sin dar lugar a que los órganos jurisdiccionales tengan que adoptar medi-
das de coacción, sea material, 'sea moral o psicológica. Frecuentem -mte, sin
embargo, e recurso a las medidas de coacción . o ejecución forzosa se hace
imprescindible. Y al hablar de coacción o ejecución forzosa no nos refe-
rimos tan sólo al empleo de la fuerza fisica o de la sanción penal canónica
o de la simple conminación de penas, sino a toda intervención autoritativa
por la que se pretende dar efectividad u obtener la ejecución de una pres-
cripción legal contra la voluntad del obligado.

La intervención de los órganos jurisdiccionales en el cumplimiento de
la ley puede ejercerse 'o administrativamente o judicialmente. La potestad
administrativa o gubernativa tutela y aplica las leyes principalmente me-
diante decretos, que unas veces integran las mismas leyes, otras simple-
mente las aplican, o dan normas para su ejecución, o sancionan su incum-

(1) 'HERING, let eNpirita del »erecho romano, citado por J. CASTAN, en Id. Teoria de la apti-
coeidit e investiiiceión del Derecho, p. 11, Edit. Reus, Madrid, 1047. Puede verse también Et es-
ptritu del Berecho romano, IO R. VON IliERING ., pOr FERNANDO VELA, p. 228, en Colección Abre-
viaturas, lievista le tlecidonte Argentina, Buenos Alrc, 19 II. ADOLFO POSADA, Trotado de Pe-
reetto pcttttec. t. I, yd. 5 pp. $5. .ze): Madrid, 1955.
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plitniento. A la potestad judicial le compete también, y aún más especifica

y estrictamente que a la administrativa, velar por la observancia o vigen-

cia práctica de las leyes, ya solventando las controversias que en orden a

la existencia o dimensión de los derechos subjetivos puedan suscitarse, pre-

via la legitima instancia de aquel a quien la defensa del derecho interese,

ya declarando la violación delictiva de la ley y sancionando conforme a

derecho su infracción, a fin de que el orden público perturbado por el de-

lito, quede plenamente restaurado. La potestad judicial desempeña su .fun-

ción ejecutiva de la lev mediante un fallo resolutorio y autoritativo, que

es la sentencia.

¡1. LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA CÓMO FUNCIÓN PROCESAI,

La sentencia se ordena a la ejecución de la ley; pero la misma sentencia

necesita, a su vez, ordinariamente, de ejecución como acto distinto de su

pronunciamiento. La ejecución de la sentencia, al igual que la de la ley, pue-

de ser voluntaria o forzosa, es decir, impuesta autoritativamente. "Potest
in. contentiosis haberi voluntaria executio sed ut plurimum non sequitur

vel sequi non potest, quia ut puta requiruntur sequestrationes, alienationes

sub hasta. etc. In criminalibus sequi eadem, ex generali regula, non potest

in poenis positivis, c. 2.232. Uncle oportet invocare publicae autoritatis im-
perium qttod ,ententiam mandabit legitimae executioni" (2). Algunas sen-

tencias, sin embargo, no han menester generalmente de ejecución especial.
como las sentencias declaratorias, las absolutorias y las de condena a cen-

sura (c. 2.243,
Presupuesta, como regla general, la necesidad de la ejecución autori-

tativa de la sentencia , interesa dilucidar si dicha ejecución es un acto judi-
cial o simplement: administrativo, o, en otros términos, averiguar si la
función de la potestad judicial concluye con el pronunciamiento y publica-
ción de la sentencia, o bien Sc extiende a la ejecución de la misma. Decimos
ejecución, no ejecutoriedad, piles ésta es innegable que debe proclamarla
el juez mediante decreto ejecutorio.

cuestión planteada es uno de los problemas en que ni la doctrina
ni las legislaciones positivas han podido ponerse de acuerdo. El origen de
la cuestión se remonta al Derecho romano. En. este Derecho, tanto el cono-
cimiento de la causa como la ejeculan del fallo judicial se consideraron
corn° objeto de la potestad judicial, llamada específicamente en el Derecho
romano. v frecuentemente tambi6n en el civil moderno, jurisdicción. Sien-

f‘.?)	 LEG N-1i ‘ItTOCI.A. 	 1, COMM f i(i ri (0, in 	 PreleSingtieli, No). Ill, p. 77, noffiae, 1541.
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do ésta una parte del imperio o potestad suprema, a la que ningún objeto
podia sustraerse, y entitativamente de la misma naturaleza, la jurisdicción
o potestad judicial, al igual que el imperio de que gozaban los magistrados
supremos, debía comprender en su grado o dentro de la esfera de su com-
petencia lo mismo el conocimiento de las controversias que la ejecución del
fallo jurisdiccional. La división de poderes es una conquista moderna, lo-
grada por la doctrina de MONTESQUIEU y generalmente admitida en todos
los ordenamientos jurídicos modernos, a excepción del canónico. El De-
recho romano desconoció totalmente la división de pcideres. Sin embargo,
el sistema procesal romano, con sus dos estadios: primero, in lure o ante el
magistrado menor llamado pretor, que resolvía o preparaba la cuestión de
derecho, especialmente mediante las fórmulas, no pocas veces modificativas
del Derecho civil; y segundo, in. indicio o ante et juez dado por el magis-
trado para dilucidar la cuestión de hecho y dictar sentencia, que luego eje-
cutaba el magistrado; el sistema procesal romano, decimos, line causa de
que los romanistas medievales juzgasen que en el Derecho romano la potes-
tad judicial tenía únicamente como objeto el conocimiento de la causa y se
agotaba con la pronunciación de la sentencia. Trasladaban a la potestad
judicial o de jurisdicción, que ejercía no solamente el juez, sino principal-
mente el magistrado, lo que tan sólo era aplicable al juez, quien no pasaba
de ser un mandatario del pretor. Del juez, en sentido romano, pudo con
verdad afirmar el jurisconsulto ULPIANO : "Iudex posteaquain seined sen-
tentiam dixit, postea iudex esse desinit. Et hoc jure utimur ut index qui
semel vel pluris vel minons condernnavit, amplius corrigere sententiam
suam non possit; semel enim male seu bene officio functus est" (3). El
juez ni podía corregir la sentencia por él dada ni tampoco efecutairla; su
potestad se limitaba al conocimiento o noción de la causa. La ejecución de
la sentencia dictada por el juez. conforme a las instrucciones recibidas del
magistrado, debía ser ejecutada por este mismo. De donde se colige que la
potestad judicial del magistrado comprendía el conocimiento parcial de la
causa y la ejecución de la sentencia. No solamente en el procedimiento
formulario, sino también en la cognitio extra ordinem, propia de la edad
imperial, hallamos que la ejecución de la sentencia cae dentro del ámbito de
la potestad judicial. o más propiamente, dentro de la potestad de imperio,
que comprende las tres funciones (le la potestad suprema. En el antiguo
Derecho romano no existían magistrados propios y exclusivamente judicia-
les, sino funcionarios públicos, cada uno de los .cuales, dentro de la esfera

II.PIAN”. I.	 III. I.
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de sus atribuciones Administrativas, podia zanjar, ,en el orden judicial cog-
noscitivo, y en el ejecutivo, las 'controversias surgidas entre sus subordi-

nados . Al número de estos funcionarios revestidos de las tres funciones ju-

risdiccionales, o, por lo menos, de la potestad de conocer y dc la potestad

de ejecución, pertenecían los indices- illustres, especalmente el praefectus
praetorio, y los indices spectabiles, el pretor y el presidente gobernador de

provincia, llamado index ordinarius (4).

La concepción medieval del juez, con la sola facultad de conocer, a que

antes nos referimos, fué recibida como un postulado jurídico en la doctrina

y en las diversas legislaciones, tanto cilia-civil como en la canónica, y ha

sobrevivido hasta nuestros días. Conforme a ella, el conocimiento y reso-

lución 8e han considerado como actos judiciales y, en cambio, la ejecución
de la sentencia como un acto administrativo, situado fuera del orden pro-
cesal.

Esta misma doctrina defienden :al la actualidad la mayor parte de los
canonistas. "Decretum executionis est news potestatEs inclicialis qui proinde

iudicé poni debet; executio vero iure nostro generatim consideratnr ut actus
potéstatis executivae... et ideo demanclatur non iudici sed Ordinario lo-

corum" (5). Por el contrario, algunos autores, como WEttNz-Vi DAL, sostie-

nen que la ejecución de la sentencia es 1111 acto judicial : "Executio est actus
iudicialis, quo vere victori in causa ad itidicium tleducta et per sententiam
definita id praestatur quod per sententiam (verbis) olitinuit" ((i).

-, Entre los modernos tratadistas de Derecho procesal civil es mils fre-
cuente que entre los canonistas eÍ volver a la genuina interpretación del De-
recho romano, considerando la ejecución de la sentencia como un acto no
administrativo, sino jurisdiccional o procesal. El proceso, según e.sta doc-
trina, consta de dos estadios: el de la cognición y el de la ejecución, que

se rigen por normas distintas, pero que pertenecen al mismo orden juris-
diccional. "1.a jurisdicción dice CrflOVEN.DA (7)—consiste en la actuación
de la ley mediante la sustitución de la actividad de órganos públicos a la
actividad ajena, ya sea afirmando la existencia dé una voluntad de la ley,
ya poniéndt .da posteriormente cii pritctica." "Según esta definición—pro-
sigue iovENDA tpág. también la ejecución forzosa es jurisdic-
ción, puesto que eit ella precisamente se da la actuación de la ley mediante

ConNiii.. 1‘,nno;nc. I 111). IL chap. prem.

Lii cow riNAyA, Instil. i. IL, vol. Ili. edil. año 1941, II.

(6; WenNZ-VIDAl„ /us Cnneni(nlin. \ Processibus, a. 19313 ii. 657.

‘7) (..ttwvENoA, Princinins nerecho In•nccsal civil, p. 349, traducción espaMMI. (lc. J. CA-

SMS N' SAN PA.1.6, Edit. Bous. e. 19972, :Madrid.
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una sustitución de actividad. Por consecuencia, los órganos ejecutivos son
órganos jurisdiccionales en cuanto son autónomos en su oficio... Es preciso
ligar la ejecución con cl objeto final del proceso... La aplicación misma
las medidas ejecutivas es jurisdicción porque se dirige a la actuación de la
ley." Esta doctrina de que la ejecución es jurisdicción o función judicial
ha sido aceptada comúnmente en Alemania; así como en Italia, y mucho
más en España, predomina la opinión de que la ejecución del fallo judicial
es función administrativa.

El Código de Derecho canónico da en el canon 1.552 una definición
del juicio, que es un claro vestigio o, mejor, una expresión directa de la
antigua doctrina sobre el carácter no procesal de la ejecución de la sen-
tencia, puesto que la ejecución no integra el concepto de juicio; aunque lue-
go el mismo Código, con alguna incongruencia, aparece influenciado por
la doctrina moderna al incluir la ejecución de la sentencia (cc. 1.917-1.924)
en la parte primera, intitulada de los juicios; de donde resulta que el con-
tenido del juicio rebasa el molde de su definición. El canon 1.920 vuelve
a estar acorde, aunque sólo parcialmente, con la definición dada en el ca-
non 1.552, ya que, por regla general, encomienda la ejecución de la sen-
tencia no al juez, sino al Ordinario local o al Superior religioso en las
religiones exentas, en cuanto están revestidos de potestad gubernativa (8).

III. LA EJECUCIóN DE LA SENTENCIA COMO PROCESO AUTÓNOMO

Sea que la ejecución de la sentencia se considere como .función judicial
o como función administrativa, su desenvolvimiento requiere una serie de
actuaciones peculiares que diversifican fundamentalmente el próceso ejecu-
tivo del Cognoscitivo.

Aun cuando nos adherimos a la opinión que incluye doctrinalmente en
el ámbito del proceso judicial no solamente el conocimiento de la causa, que
termina con la pronunciación de la sentencia, sino también la ejecución de
ésta, no podemos dejar de reconocer que las características del proceso eje-
cutivo son radicalmente distintas de las que constituyen y configuran el
proceso de cognición; por esta causa afirmamos que el proceso de ejecución
es un proceso autónomo, ya por el titulo en que se funda, ya por el modo
como se desarrolla y el término a que se dirige.

(8) CABREROS, Código d Dereeho Catoinico. editado por la B. A. C., 2 .• odic., a. 1947, co-
1Bentario al canon 1552.
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El proceso ejeoutim tiene su punto de partida y su razón de ser allí
donde termina el proceso cognoscitivo, 0 sea en la sentencia. Esta tiende, en
verdad, a su ejecución; pero el proceso cognoscitivo, como tal, puede existir
y ser perfecto aun cuando no vaya acompañado del ejecutivo, el cual muchas
veces puede no ser necesario, o por tratarse de sentencias que no necesitan
ejecución especial, puesto que la llevan consigo, o porque la sentencia es

ejecutada espontáneamente, o porque el acreedor renuncia a su derecho.
Por el contrario, en Derecho canónico no se concibe la instauración del
proceso ejecutivo sin que preceda la conclusión del cognoscitivo, ya que no
se reconoce otro tipo de proceso ejecutivo sino el que se ordena a 1):,ner
en práctica la sentencia. En la legislación civil, I:a cuestión camba de
aspecto, porque la acción ejecutiva admite otros títulos además de la sen-
tencia; por ejemplo, el título contractual.

La. distinción conceptual y hasta pragmática, que separa el proceso
cognoscitivo del ejecutivo, y , por otra parte, la carencia casi total de doc.'
trina y regulación del proceso ejecutivo canónico, fuera de ciertas reglas'
procedimentales, hacen que el intento de estructurar o, más exactamente,
de trazar las líneas generales del proceso ejecutivo no aparezca como estéril -

en'el orden práctico y; sobre todó—lo que no ha de importarnos menos—,'
en el orden de la teoría general del proceso ejecutivo canónico.

1V. LA ACCIÓN EJECUTIVA

No hay proceso sin acción : memo in do,- sine adore. Por esta causa,
si la ejecución de la sentencia ha de realizarse por la via judicial—y éste
es, según queda indicado, el cauce normal por donde la sentencia debe
llegar a su término cuando espontáneamente no se cumple—, es *menester
que Preceda una acción, es decir, una instancia o impulso exterior por el
que el organismo jurisdiccional entre en actividad.

No voy a detenerme en analizar la naturaleza y caracteres de la acción

judicial, pero sí que es ineludible el empeño de bosquejar la naturaleza

de la acción ejeentiva y discriminarla de la cognoscitiva, porque de estas
premisas Se deriva forzosamente el que la acción ejecutiva pueda o no admi-
tirse, que deba desarrollarse conforme a los trámites, : claramente regulados
en nuestro Código, del proceso cognoscitivo, o bien siguiendo las lineas im-
precisas del proceso ejecutivo, apenas esbozado en el Código de Derecho
canónico.

-938 -
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NOCIÓN DE LA ACCIÓN EJECUTIVA

La acción cjeeittiva, nacida de la sentencia y ordenada a ponerla en prác-
tica, una vez que ha pasado a ser cosa juzgada, llam.ábase en Derecho romano
actio imlicati. Los procesalistas modernos, partiendo de sus respectivos ángu-
los visuales acerca de la acción procesal, nos ofrecen nociones muy diversas
de la acción ejecutiva, aunque la divergencia suele radicar más en su elemen-

to genérico que en el especifico. El catedrático de Derecho procesal en la Uni-
versidad de Madrid D. JAIME GUASP (I)) da la Siguiente noción: "Las pre-

tensiones de ejecución son aquellas en que lo que se pide al órgano jurisdic-
cional no es la emisión de una declaración de voluntad, sino una manifesta-
ción de voluntad ; esto es, la realización de una conducta no predominante-
merge jurídica, sino física o material. Esta conducta puede concretarse siem-
pre en. un "hacer" del juez, pero dentro de la misma cabe señalar diversa,
clases que se reflejan en una distinta clasificación de las pretensiones pro-
cesales." Distingue GUASP dos tipos de acciones ejecutivas, que llama pre-
tensiones cjecutivas de acción  y lyetensiones ejecutivas de transformación,
según que lo que se pide al órgano jurisdiccional sea que dé al titular un
objeto determinado por éste, o bien sea que el órgano de la jurisdicción
desarrolle una conducta distinta de la de dar.

Mils preciso y claro .en la formulación de estos conceptos ha estado e!
maestro de los procesalistas italianos, G. CH IOVENDA (m). He aquí cómo

define la . acción ejecutiva el profesor de la Universidad de Roma : "La
acción ejecutiva es el poder jurídico de establecer la condición para la ac-
tuación practica de la voluntad concreta de la ley, que garantice un bien de
la vida." En efecto, añadimos nosotros, no basta la mayoría de las veces,
para satisfacer plenamente el derecho del demandante, que 'este derecho
sea declarado válido por una sentencia judicial, sino que es menester que

derecho declarado existente sea ejecutado o puesto en práctica. La nece-
sidad de la ejecución siéntese mits especialmente en las sentencias de con-
dena o prestación, por las que el reo debe entregar o hacer algo positiva-
mente en favor del actor. La ejecución no puede realizarla por si mismo
coactivamente aquel a quien la sentencia declarativa ha favorecido. Tam-
poco es necesario que la autoridad jurisdiccional, una 'vez declarada la
existencia de un derecho, proceda de oficio a su ejecución cuando se ven-

(9) J. Uunsr, Comenlarios a la Ley (le Eajtaciandeata Civil, I, p. 3 18, Madrid, 1943.
(10) CHIOVENDA, Inslitueloncs de Derecho procesal (-bit, 1, n. 88, versiOn española de GO -

MCZ Olt RANE.TA, Madrid, 19:36.
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tila un interés privado; porque, en este caso, siempre cabe al particular el
derecho de renunciar al mismo. Aun tratándose de un interés público o de
los menores, la sentencia no se ejecuta coactivamente sin previa denuncia
del promotor fiscal. En consecuencia, para que la autoridad pública se
mueva a dar efectividad a una sentencia o a otro acto jurídico que pueda
equiparársele, es indispensable que preceda una instancia, un impulso diri-
gido al órgano jurisdiccional, con el fin concreto de actuar prácticamente
la voluntad de la ley autoritativamente manifestada por una sentencia. La
instancia o impulso por el que se pide a la autoridad pública que actúe
forzosamente un derecho reconocido por sentencia judicial y que no es
voluntariamente prestado, es lo que se llama acción ejecutiva. En algunos
casos, como anteriormente dijimos, no es necesaria la ejecución de la
sentencia, porque la mera declaración cumple suficientemente la pretensión
del demandante. Tal sucede principalmente en las sentencias meramente
declarativas.

CHIOVENDA (I. c.) distingue la acción ejecutiva en normal y anormal.
La acción ejecutiva normal y ordinaria, dice, es aquella a la que corres-
ponde también la declaración definitiva del derecho a la prestación nacida
de una cosa. juzgada o titulo equivalente. Acción ejecutiva anormal o es-
pecial es la que la ley conoce independientemente de la declaración definitiva
del derecho a la prestación; tal es la que nace de las declaraciones provi-
sionales, o de actos administrativos, o de contratos con carácter ejecutivo.
Finalmente, habla CHIOVENDA de una acción ejecutiva aparente, que es la
que se funda en un título ejecutivo falso, pero que como título es legal-
mente válido hasta tanto que el vicio sea descubierto y comprobado. Nos-
otros tendremos que hablar también después, principalmente para los efec-
tos de la prescripción, de la acción ejecutiva contenciosa o penal.

Diseñada con estos breves rasgos la figura de la acción ejecutiva, apa-
rece manifiesta su distinción de la acción cognoscitiva. "lam ab exordio
tractationis de processibus docuimus... haberi duas partes essentialiter dis-
tinctas in processu iudiciali, alteram declarativam nempe directam ad iura
controversa seu a suo legitimo exercitio prohibita declaranda; executivam
alteram, qua iura per sententiarn definitivam declarata recipunt suam exe-
dutionem seu legitimum exercitium; videlicet remoto impedimento seu obice
controversiae et resoluto dubio circa suum exercitium" (ii).

No solamente como dos partes esencialmente distintas del mismo proce-
so, sino como dos procesos diferentes pueden considerarse el conocimiento

(11) Card LECA - 13A ISTOCCETTI , Coinment( u in inaicia ecelesiastica, vol. III, p. 77. Roma,
ni) 1941.
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judicial de una causa y la ejecución de la sentencia, según ya queda de-
mostrado, máxime si, como acontece en el Derecho canónico, el proceso
ejecutivo no tiene predominantemente carácter judicial, sino más bien ad-
ministrativo o gubernativo. Y lo que se dice del proceso debe afirmarse
igualmente de la acción. Esta, si es cognoscitiva, se ordena a obtener de la
potestad judicial la declaración de un derecho, y, conseguida esta declara-
ción, la acción cognoscitiva cesa por haber alcanzado el fin propio al Tie
se dirigía. La acción ejecutiva, en el proceso canónico, se ordena exclusí-
vamente al cumplimiento efectivo de la sentencia, mediante la intervención
coactiva de la autoridad jurisdiccional; y, por ende, la acción ejecutiva
Únicamente se puede entablar y empezar a ejercitarse cuando se ha ago-
tado l'a acción cognoscitiva, llegando a su término normal que es la sen-
tencia.

Siendo los fines de ambas acciones tan diversos, la acción cognoscitiva
se diferenciará netamente de la ejecutiva, aun en el caso en que la primera
no haya menester de parte instructoria o probatoria (c. 1.747), que pare-
cería ser la nota diferencial del proceso cognoscitivo, pero que en realidad
no lo es, puesto que, si bien las pruebas son generalmente el medio normal
de llegar al fallo cognoscitivo o declarativo, en los casos concretos que enu-
mera el canon 1.747 puede pronunciarse, cierta y legítimamente, el fallo
judicial sin alegación de pruebas.

.Admite el Código de Derecho canónico la acción ejecutiva? Sea con
carácter estrictamente judicial o con carácter administrativo, según lo ya
expuesto, no dudamos en responder afirmativamente. Ordenándose la sen-
tencia a su ejecución es imprescindible la facultad de pedir a la autoridad
competente dicha ejecución. Así lo prescribe de manera explícita el ca-
non 1.920, § 2, e implícitamente el canon 2.240 .

V. EL TÍTULO EJECUTIVO

Toda acción, sea de tipo cognoscitivo o ejecutivo, se constituye por tres
elementos, que son : el subjetivo, el objetivo y el causal. El primero lo •for-
man el sujeto activo y el pasivo de la acción procesal, los cuales, si la
acción es ejecutiva, ya no se denominan actor y reo, sino acreedor y deudor.
porque en el proceso ejecutivo trátase, preferentemente, de la prestación
de derechos privados (12). El segundo elemento, en el proceso ejecutivo,

o sea lo que se pretende obtener, es la deducción inmediata a la práctica de

(12) W. KiscR, Elementos (le Derecho procesal civil, 2. edic., § 70, I, 2, 3, Madrid, a. 1940.
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aquello que la ley reconoce no sólo como válido, sino como directamente
ejecutorio, sin nueva y formal declaración. Pero el elemento primario y el
más difícil de deteurninar, en la acción ejecutiva, es el causal, del que ahora.
exclusivamente y con algún detenimiento, es menester ocuparnos.

Fuerza es reconocer, paladinamente, que en este punto cardinal de nues-
tro estudio, en vez de encontrarnos con las líneas paralelas de la legislación
civil y la eclesiástica, que en otros aspectos del sistema procesal tan fre
cuentemente nos es dado descubrir, nos hallamos ante la perspectiva de
lineas divergentes o bien ante una norma de la legislación civil que no
tiene correspondencia en la canónica. Eno . obedece en parte, es verdad,
a la diversa índole de ambos cuerpos legales; pero quizá descubre también
alguna deficiencia en la sistemática canónica, tanto positiva corno doc-
trinal.

Comencemos por señalar las líneas fundamentales del sistema civil con
relación al titulo ejecutivo. Esas líneas no es difícil descubrirlas, a pesar
del contorsionado barroquismo de la legislación civil en esta materia.
Coinciden, en efecto, la mayor parte de los Códigos civiles en señalar estas
tres clases de títulos ejecutivos: a) Resoluciones judiciales, que compren-
den las sentencias tanto definitivas como interlocutorias, y los decretos
dados por el juez. Equipáranse a las sentencias los fallos de los árbitros
y amigables componedores, las transacciones y actos de conciliación , legal-
'mente ejecutados. b) Actos a los que se atribuyen por la ley carácter eje-
cutivo, como son algunos emanados de la autoridad administrativa. cl Ac-
tos contractuales legítimamente autorizados (13). .

Para poder intentar la acción ejecutiva no basta la existencia del titulo,
sino que es menester que éste vaya acompañado de algunos requisitos im-
prescindibles.

Distingue el ya citado CHIOVENDA los requisitos en sustanciales. que
se refieren al título como declaración, y en formales, que se refieren al
título como documento. Bajo el primer aspecto, el título debe ser, gene-
ralmente, definitivo, completo y no condicional. Es requisito formal el
documento o escritura legalizada en que el título debe expresarse. Pueden
existir, excepcionalmente, *algunas órdenes verbales que no exigen docu-
mento. Nuestra ley de Enjuiciamiento Civil admite también como título

(13) CRIOVENDA, lusliluciones de Derecho proce8al civil, 1, traducción de E. GÓMEZ OLOA
R&M, n. 91. CMOVENDA, Principios de Derecha procesal civil, 1, p4 287. W. KISCII, Elementos
lie Derecho procesal civil, traducción de L. PRIETO CASTRO, 2.. edic., 71, Madrid, 1040. J. GOLD-

scirrairrr, Derecho procesal civil, traducción de L. PRIF.TO CASTRO, § 78, Edit. Labor, 1930. M. ow,
PLAZA, Derecho procesal civil español, II, p., 503 y sigs., Madrid, 1943. Ley de Enjuiciamiento

Civil, arts. 919 y sigs., 837-839, 1429 sigs.
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ejecutivo la concesión judicial (arts. 1.429, 3.'; t.548), que, de por si, no
precisa documento; pero que, si bien en su origen no tiene carácter docu-
mental, lo adquiere al prepararse su ejecución (arts. 1.432-1.434).

Trasladando ya la cuestión al campo del Derecho canónico, debemos
afirmar, primeramente, que en nuestro derecho el único título ejecutivo de
carácter y valor judicial es la sentencia dada por el juez. Por esta causa,
en la primera parte del libro IV, intitulada de los • juicios, solamente hay
un título que trata del proceso ejecutivo, y ese título lleva como inscrip-
ción : De exucntione sententiae.

Importa exponer, ante todo, los requisitos o condiciones que deben
acompañar a la sentencia en cuanto que es una declaración de derecho.

Para que la sentencia judicial pueda alcanzar inmediatamente el -valor
de título ejecutivo es necesario, de regla general, que sea una sentencia
firme o con autoridad de cosa, fit:1pda, contra la que no cabe apelación
a tenor del canon 1.902 (c. 1.917, § Vita norma similar se aplica tam-
bién a aquellas causas que, por versar sobre el estado de las personas, no
pasan nunca a ser cosa juzyczda. En estas causas las sentencias se con-
sideran firmes y ejecutorias cuando han recaído dos sentencias con formes,
porque ya no debe admitirse nueva propuesta, a no ser que se presenten
nuevos y graves argumentos o documentos (c. 1.903). En las causas ma-
trimoniales, después de la segunda sentencia confirmatoria de la nulidad,
puede el defensor del vinculo, según su conciencia, apelar o no (c. 1.987).

Además de firme o con autoridad de cosa juzgada, la sentencia debe
ser absoluta, no sometida a plazos o condiciones suspensivas, porque, si no
es absoluta la sentencia, basta tanto que no se verifique la condición o trans , .
curra el plazo, no puede reclamarse la ejecución.

Aun cuando la sentencia haya tenido autoridad de cosa juzgoda, si
contra ella .se propone ante el que haya incoado la ejecución, la querella de
nulidad, o la oposición de un tercero, o la restitucidn in. integrum, dentro
del plazo legal, debe suspenderse la ejecución de la sentencia (14).

Por el contrario, nuestro Código admite, excepcionalmente, la ejecu-
ción provisional de una sentencia no firme, que, por lo tanto, y con el
mismo valor provisional, adquiere significación de título ejecutivo. Los
casos en que puede tener lugar la ejecución provisional de una sentencia
no firme los especifica el canon 1.917, - 2: " t.°) Cuando se trata de pro-
visiones o prestaciones ordenadas al sustento necesario; 2.° Cuando urge
alguna otra necesidad grave, pero de modo que, al conceder la ejecución

(14 ) 	WErtNz-VIDAL, /its Co/tot/fret)+, t. VI, De reoeesstbus, II, 059, 7,0
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provisional, se haya asegurado suficientemente, con confianzas, garantías
o prendas la indemnización de la otra parte, caso que la ejecución hubiere
de ser revocada."

Por parte del documento que contiene la sentencia, se necesitan los si-
guientes requisitos o condiciones. Primeramente, el documento debe redac-
tarse con arreglo a los cánones 1.872 y 1.874. La sentencia, así redactada,
se publicará cuanto antes. La ,falta de los requisitos necesarios en la re-
dacción del documento en que se contiene la sentencia puede producir la
nulidad de ésta. La sentencia adolece del vicio de nulidad subsanable, dice
el canon 1.894, cuando: "2.° No se alegan los motivos o razones del fallo,
salvo la prescripción del canon 1.605; 3.°) Carece de las firmas prescritas
por el derecho; 4.° No lleva la indicación del ario, mes, día y lugar en que
fué dictada."

Otro requisito formal es el decreto ejecutorio o providencia en que
el juez manda poner en práctica la sentencia ya dada, pero sin recurrir
todavía a la coacción física o penal. "No podrá tener lugar la ejecución,
prescribe el canon 1.918, antes de haberse expedido el decreto ejecutorio
del juez, es decir, el decreto por el que se declara que debe ejecutarse la
sentencia; este decreto se incluirá en el mismo texto de la sentencia o se
dará por separado, según la diversa naturaleza de las causas." El decreto
ejecutorio se da juntamente con la sentencia cuando contra ésta ya no
cabe apelar ; por separado, cuando todavía puede interponerse el remedio
de la apelación.

El Código no determina qué juez es el que ha de expedir la ejecutoria
cuando la causa ha sido vista en más de una instancia. El Cardenal LEGA,
en la citada edición después del Código, III, pág. 84, distingue dos casos:
I.°, cuando la sentencia dada en un tribunal es confirmada íntegramente
por el tribunal superior; 2.°, caundo en todo o en parte es reformada. En
el primer caso, suporit que el decreto ejecutorio es dado por el tribunal
inferior; en el segundo, afirma que el tribunal superior debe dar el decreto
ejecutorio en lo que respecta a la nueva decisión, extendiendo el decreto
a la parte de la sentencia que ha sido confirmada, si en cuanto a esta parte
el juez inferior no había expedido decreto ejecutivo. Al fin concluye este
preclaro canonista afirmando la conveniencia de que toda sentencia vaya
acompañada del decreto ejecutivo, porque toda sentencia resolutoria tiende
a la ejecución. Sin embargo, creemos más conforme a la mente del Código
el que únicamente lleve anejo el decreto ejecutivo la sentencia que ya se
ha hecho firme. De aquí la diferencia en el modo de expedir el decreto.
que unas veces se hace en el mismo documento de la sentenc:a y otras por
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separado. En cuanto al juez que ha de expedir el decreto, juzgamos que
sería mejor lo promulgara el tribunal en que se hace firme la sentencia, sea
el de primera o el de última instancia. Así opina también MUNIZ (i5),
quien dice: "A instancia de parte, o de oficio en los negocios en que se
interesa el bien público, el tribunal en que se hace firme la sentencia expe-
dirá la ejecutoria con el testimonio de aquélla y de la providencia mandan-
do ejecutarla." Lo que nosotros no vemos necesario es que el juez haya
de proceder a instancia de parte en los asuntos privados. Creemos que, si
en estos casos no hay renuncia clara por parte del interesado, el juez
siempre puede y aun debe expedir el decreto ejecutorio, porque el juez debe
declarar autoritativamnte cuándo la sentencia puede y debe ejecutarse. Por
esta causa, el decreto ejecutorio se da juntamente con la sentencia, sin que
sea pedido, siempre que contra la sentencia no cabe el remedio de la
apelación, ya se trate de causa privada ya de causa pública (c. 1.918).

A pesar de lo dicho, observa MUNIZ, 1. c., que en nuestros tribunales
de apelación se suele declarar por un auto que aquélla quedó desierta y que
la sentencia se hizo firme, devolviéndose los autos al tribunal inferior con
el testimonio de la declaración para que se expida la ejecutoria; lo mismo.
afiade, muy acertadamente, puede expedirla el tribunal de apelación mien-
tras tenga los autos en su poder.

Expuesta la doctrina canónica acerca de la sentencia judicial, como
título ejecutivo, y siendo éste el único título procesal que explícitamente
reconoce nuestro Código, se nos plantea ineludiblemente el problema de
si los otros títulos admitidos comúnmente por los Códigos civiles, o alguno
de ellos, puede y debe admitirse también en Derecho canónico. Para la
solución de este problema, cuya trascendencia a nadie •se le oculta es
menester averiguar si esos títulos están admitidos implícitamente en nues-
tro derecho, o bien si la naturaleza misma de algunos tíulos pide que se
los tenga como ejecutivos. Ya se admita, ya se rechace el carácter ejecutivo
de estos títplos, precisa determinar el procedimiento que ha de seguirse
en su aplicación. Intentaremos apuntar alguna solución para los casos
más destacados.

El caso más grave y de mayor trascendencia es el que se refiere al
título contractual, que todos los Códigos civiles, bajo determinadas con-
diciones, consideran como título ejecutivo procesal, pero al que el Derecho
canónico no reconoce, a lo menos explícitamente, tal carácter.

(15) 	 MUNIZ, Proced. Ecl., III, ti. 527.
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admitirse la remisión al respectivo Derecho civil, en virtud del

canon 1.529, que dice: "Lo que el Derecho civil dispone respect() de los

contratos, en general o en especial, tanto nominados como innominados,
y respecto de los pagos, se ha de observar en virtud del Derecho canónico.

en materia eclesiástica con idénticos efectos, siempre que no vaya contra

el Derecho divino ni disponga otra cosa el Derecho canónico." En abono

de la sentencia .afirmativa está la forma general y absoluta en que va
redactado el predicho canon t.529, y tufts concretamente la referencia ex-

presa que se hace a los pagos, que son la forma 'nits ordinaria de ejecución

en los contratos. Sin embargo, nosotros no vacilamos en dar tina respuesta
negativa. Y es que la remisión al Derecho civil en materia de contratos
mira únicamente al derecho sustantivo, no al derecho procesal. Debe obser-
varse, es verdad, también en materia eclesiástica, en virtud del Derecho
canónico, todo lo que dispone el Derecho civil en cuanto a la capacidad
de - los sujetos, al objeto de la obligación, condiciones, forma de pago,
v. gr., en cuanto al tiempo, lugar, etc., es decir, todo lo que concierne
derecho sustantivo. Pero no lo que respecta al derecho procesal o formal.-
Sobre éste debe mantenerse el principio: "Lex processualis sequitur legem
for." Según esto, siempre que por tratarse de materia eclesiástica u por
ser el reo una de las personas que gozan def privilegio del fuero haya de

promoverse una cuestión en el tribunal eclesiástico sobre materia contrac-
tual, el tribunal eclesiástico deberá atenerse, en el orden procesal, a las
prescripciones reguladoras del proceso canónico y no a las del proceso civil,
aunque aplicando en cuanto a la existencia, alcance y demás condiciones o

Circunstancias de la obligación, o sea en cuanto al derecho sustantivo, lo
que disponga la ley civil respectiva.

Esto supuesto, todavía queda por dilucidar si en la ejecución de los
contratos que son eclesiásticos, bajo algunos de los dos aspectos indicados.
y sobre los que no ha recaído sentencia eclesiástica; pero existe, según la

ley civil, nu titulo plenamente ejecutivo; la ejecución ha de urgirla la auto-
ridad eclesiástica siguiendo las normas del proceso eclesiástico cognoscitivo
o siguiendo, por analogía, las del proceso ejecutivo establecido para la
ejecución de la sentencia. La diferencia entre ambos procesos es sustancial
y ya queda apuntada. Creemos que la ejecución del contrato, cuyo título

ejecutivo es perfectamente válido según la ley civil, debe urgirse en las
circunstancias dichas ante el tribunal eclesiástico observando las normas

del proceso are cognición„ no las del proceso de ejecución. El caso concreto
podría ser éste: Ticio ha hecho un contrato con Cayo, sacerdote, ante no-

tario y con la escritura debidamente legalizada. En virtud del contrato
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el sacerdote Cayo debe entregar a Ticio un objeto de arte valorado en
cinco mil pesetas. Transcurre el plazo convenido para ta ejecución del
contrato, y el sacerdote, alegando diversas razones, se niega .a entregar
el objeto de arte. Agotados todos los procedimientos ,amistosos de orden
administrativo,.Ticio se decide a proceder judicialmente contra Cayo,
giéndole el cumplimiento del contrato, y presenta el escrito de demanda
ante el - tribunal eclesiastico competente.- La acción es por su naturaleza,
indiscutiblemente, de carácter 'ejecutivo. Ahora bien: . cómo debe proce-
der el 'tribunal - eciesiiistico? Nuestra respuesta es : no puede procederse
siguiendo los - trámites propios de la acción ejecutiva, porque nuestro Có-
digo solamente tiene marcado un proceso ejecutivo para urgir el cumpli-
miento de la sentencia judicial. Debe, pues, urgirse Ja ejecución del con-
trato, no obstante ck exhibirse el título ejecutivo acreditado con el docu-
ment° correspondiente, siguiendo la larga tramitación del proceso cogitos-
citivo, desde la demanda hasta la sentencia, y concluyendo después, si ello
fuere menester, con otro proceso ejecutivo, cuyo titulo sería la misma sen-
tencia., Es decir, que lo que, según los Códigos civiles, se resolvería suma-

riamente en un simple proceso de ejecución, según nuestro Código nece-
sita desarrollarse a;lo largo de un proceso declarativo y de otro *ejecutivo,
si • el reo no se aviene a cumplir voluntariamente la sentencia, teniendo así

que • potter en acción todo el complicado mecanismo canónico, -desde el

canon r.552 hasta el I.924, salvo que el periodo probatorio puede abre-
viarse a tenor del canon 1.747, por tratarse de un hecho notorio. Con lo

dicho queda de manifiesto cuán deficiente es la legislación canónica en

orden 'a la ejecución de los contratos para los que' no hay previsto
proceso simplemente ejecutivo, que, sin necesidad del cognoscitivo o de-
clarativo, muchas veces podría ser suficiente.

• LO que hemos expuesto sobre el título ejecutivo contractual pi Ha
'aplicarse, con mayor o menor fundamento, a otros títulos ejecutivos que

hem' os enumerado anteriormente y que nuestro Código no reconoce. Refi-
riéndonos, en particular, a las resoluciones judiciales„ diferentes de la sen-

tencia' definitiva, como son los decretos resolutorios y lag sentencias inter-

locutorias, a falta 'de norma especial ejecutiva, que en el Código no existe,
deberá aplicarse el principio general por el que compete al Ordinario local

o al Superior toda la potestad ejecutiva. Esta no se ejercitará en el caso pre-

sente, siguiendo un proceso similar al que establecen los cánones 1.917-1.924.

sino al arbitrio del Superior, contra el cual sólo cabe el recurso a otro Su-

perior de más alta jerarquía, y por lo mismo a la Santa Sede, si el recurso

se propane contra el Ordinario del lugar. Sobre la potestad disciplinaria
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y coercitiva del juez contra los ministros del tribunal y las partes rebeldes
pueden verse los cánones 1.625, § 3., y 1.845.

Por lo que respecta a la extinción del titulo ejecutivo, y, consiguiente-
mente, de la acción ejecutiva, debe aplicarse lo preceptuado en los cáno-
nes 1.70 1-1.705 para la extinción de la acción cognoscitiva o declarativa
Como en dichos cánones, es preciso distinguir, al hablar de la acción eje-
cutiva, entre acción ejecutiva contenciosa y acción ejecutiva penal. Estas
nociones, aunque no usadas por los canonistas, encierran un sentido fácil
de declarar. Restringiendo, con forme a nuestro Código, el título ejecutivo
a la sentencia judicial, decimos que acción ejecutiva contenciosa es aquella
que se ordena a hacer ejecutiva una sentencia resolutoria de índole con-
tenciosa, y principalmente la sentencia de prestación o condena. Acción
ejecutiva penal es aquella cuya finalidad se dirige a obtener de la autori-
dad pública la ejecución. de una sentencia por la cual se inflige o declara
Ira pena.

La primera de estas dos acciones ejecutivas extínguese por los mismos
modos como cesa la correspondiente acción cognoscitiva, a tenor del ca-
non 1.701, o sea por los mismos modos que los respectivos derechos sus-
tantivos. Estos modos son: la solución o pago, remisión, compensación
y prescripción. Sobre la prescripción en materia contenciosa deben obser-
varse los cánones 1.508-1.512 y 1.705, § I. Nunca Se extinguen las ac-
ciones sobre el estado de las personas, cuales son, por ejemplo, las refe-
rentes al matrimonio, sagrada ordenación y profesión religiosa.

La acción ejecutiva penal extínguese de la misma manera que la acción
Cognoscitiva criminal (cánones 1.702-1.703), la cual nuestro Código de-
nomina también a veces acción penal (canon 2.210, § t). Esta paridad
pu-de fundamentarse en el canon 2.240, que dice así : "En cuanto a la
prescripción de la acción penal, se observará lo que dispone el canon 1.703."
A fin de que el canon 2.240 no resulte una cita enteramente superflua del
canon 1.703, es lógico pensar que el canon 2.240 habla de una materia
distinta de la que contempla el canon 1.703, o sea de la acción ejecutiva
penal. Y si no fuere éste el sentido del canon 2.240, habríamos de • llegar
a la misma solución, por hallarnos frente a una deficiencia legal en relación
con la acción ejecutiva penal, que no dudamos habría de suplirse tomando
la norma, por analogía, de los mismos cánones 1.702 y 1.703.

La predicha exégesis del canon 2.240 ha sido expuesta por varios auto-
res, como Novm. (16) y ROBERT! (17). Es manifiesto, sin embargo, que

ON NOVAE, De Procesgibus, n. 377.
(17) ROBERTI, De Deitctis et pocnis, ed. 2.a, a. 1914, vol. I, pars. 2.a, n. 277.
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la acción ejecutiva penal no puede estar sujeta a prescripción cuando se
trata de sentencias o preceptos que llevan consigo la ejecución, por cum-
plirse ésta tan pronto como se promulga la sentencia o el precepto. Así, no
se da ta prescripción en cuanto a las censuras, porque tan pronto como se
decreta su incursión, ésta queda ejecutada (canon 2.243, § I). Lo mismo
debe decirse de cualquier pena latae sententiae (canon 2.232, § I).

No obstante la interpretación dada por los citados autores  al canon 2.240,
el mismo ROBERTI (i8), a quien todavía sigue CORONATA en la segunda
edición de 1941, propone una solución muy distinta en cuanto a la pres-

cripción de la acción ejecutiva penal. Dice así ROBERTI (1. C.) : "T2ITIpUS

praescriptionis quoad sententiam exequendam est triginta annorum, quae-
cumque fuerit praescriptio actionis originariae." Ignoramos si ROBERTI
habrá modificado esta sentencia en la segunda edición, De processibus. cuyo
volumen segundo no hemos podido consultar.

El exigir los treinta arios para la prescripción de la acción ejecutiva
penal se halla en oposición con lo que preceptúa el canon 2.240, en el sen-

tido explicado, acerca de dicha acción. Y si para la prescripción de la acción
ejecutiva penal remite el Código a lo establecido sobre la acción cognos-
citiva análoga, la misma relación deberá establecerse, según ya dijimos,
respecto de la acción ejecutiva contenciosa con la acción cognoscitiva con-
tenciosa, llegando así a la conclusión general de que para la prescripción

de la acción ejecutiva se requiere el mismo tiempo que para la correspon-

diente acción cognoscitiva. A tenor de este principio decimos que el espacio

de` treinta arios únicamente se concede para la prescripción de las acciones
ejecutivas contenciosas que competen a personas morales eclesiásticas in fe-

riores a ta Santa Sede (cánones 1.701 1.511, § 2).

VI. AUTORIDAD COMPETENTE EN LA ACCIÓN EJECUTIVA

El primer presupuesto judicial para que una acción pueda incoarse y
proseguir hasta su resolución es el que st refiere al sujeto activo' del pro-
oeso, es decir, al juez o tribunal.

En el derecho de las Decretales impel-6 el siguiente principio: ludex
eognitionis est i/ade.r executiodis. Pero esta regla, que generalmente, no
Unánimemente, era aplicada al juez ordinario (19), fué muy discutida en
cuanto al juez delegaiçlo, aunque prevaleciendo también su aplicación res-

(I S) ROBERTI, De Proeessibus, pd. I.., a. 1926, B. 547, p. 291. CORONATA, I. C., n. 1437, p.

(19) PIRHING : "Executio sententiae fleri debet ab en indice gin earn 'hint., siquidem est Index

ordinarins."
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pecto del delegado del Papa 	 permaneciendo dudosa en lo tocante a
los demás delegados (21).

El C:6digo de Derecho canónico ha reformado totalmente la antigua
disciplina, de suerte que hoy podemos sentar este axioma general
cognitiolu's non est index executionis,

Este principio encierra doble sentido: uno personal y otro funcional.
Generalmente, el ejecutor no es la misma persona que then') la sentencia;
porque el ejecutor es el Ordinario local v éste no conviene ni acostumbra,
exceptuados algunos casos, a juzgar personalmente las causas (canon 1.578)
Excepcionalmente puede ser la misma persona la que dict6 sentencia
y la que ha de ejecutarla, cuando por rehusar la ejecución o ser negligente
en practicarla el Ordinario local, la ejecución se encomienda al juez de
apelación, si es que este mismo juez había dictado también sentencia
la causa. Otra excepción al principio general arriba sentado sobre la no
identidad del que dicta la sentencia y del que la ejecuta tiene lugar cuando
se trata de los religiosos, entre los Tie ejecuta la sentencia Cl mismo Su-
perior en cuyo tribunal aquélla se hizo firme (canon 3.1. Mas es
preciso observar que en estos casos excepcionales, en los que es la mistna
persona quien (lieu', la sentencia y quien la ejecuta, dicha persona. actúa
en función diversa, al conocer la causa v al ejecutar la sentencia : en el
primer caso, como juez; en el segundo, como Superior investido de po-
testad gubernativa o ejecutiva. En este último sentidO funcionol puede
mantenerse sin excepciones el principio anteriormente enunciado: ludex
eognitionis non. est index eXecutionis. Con razón ha podido afirmar WERNZ-
VIDAL (22) en este mismo sentido funcional: "Index ecdesiasticns, ut taliS,:
numquam est executor sententiae."

La doctrina sohre la autoridad competente acerca de la acción ejecu-
tiva la establece el canon 1.920, que ahora vamos a analizar con mayor de--
tenimiento. He aquí el texto del canon: "§ 1. Debe ejecutar la sentencia, por
si o por otro, el Ordinario' del lugar donde se vio la sentencia ',11 primera
instancia." .

La ejecución de la sentencia corresponde al Ordinario del lugar en (pie
se di6 la primera sentencia, aun cuando ésta haya sido después modificada
por el tribunal de apelación„ pero siempre debe hacerse con forme a I() esta
till& en la última sentencia. En este punto, la legislación canónica vigenté

CV) 	 INN11C. ill Ill cap. 241, X. I. .21'; LEItItAlt1 	 Proi//rp/a. bibb.,/hera, V. Se/I/eat/a ., nil. 7;;-76.

(20 I .EGA - IIART1)(ICETTI,	 p. S7-tit, NOVAI.,	 PrOee,S*Sib//8, n. 70'2. lionERvi, Ile PTO -
CeSSibUS, of!, 1.°, a, 19'26, vol. II,

(22)	 V ) DAL, I. 17., 11. t59. 5."
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se ha desviado no poco de la trayectoria seguida por el derecho antiguo,
o más exactamente, por la antigua jurisprudencia. Esta, partiendo del prin-
cipio comúnmente aceptado, según el cual: "Index cognitionis est iudex
executionis", concedía al juez de apelación el derecho exclusivo de ejecutar
la sentencia, siempre que ésta había sido reformada en el tribunal superior.
En el supuesto ce que el tribunal de apelación con firmase la sentencia del
tribunal inferior, 16s *autores no estaban acordes sobre si la ejecución com-
petía al juez ad quem o al juez 0..quo (23). Según el Código, compete al
Ordinario de primera instancia ejecutar la sentencia, cualquiera que fuera
la persona y la forma como el tribunal de primera instancia hubiera estado
constituido y cualquiera ¿lue sea la resolución dada en el tribunal de 'ape-
lación. El Ordinario local ha de entenderse conforme al canon 198, y,. por
consiguiente, no vienen comprendidos bajo dicha denominación el Provi-

sor ni cualquiera otro juez en cuanto tal. El Ordinario local puede ejecutar'

la sentencia por si mismo o por medio de otro, que podrá ser la misma

.persona (lei Provisor. pero obrando no en calidad de tal, sino como dele-

gá& del Ordinario en el orden administrativo. Cuando, por prescripción

del mismo derecho, una causa relativa al Sufragáneo ha de ser vista , en
,

primera instancia, por el tribunal metropolitano, la ejecución compete al
Metropolitano, que es el Ordinario del lugar en que se viá la sentencia

del Primer grado. La última hipótesis se verifica en el caso de que trata el
canon 1.572, § 2.

_ La, razón de que sea el Ordinario del lugar en que se dictó la sen-

tencia de primer gradO el ejecutor de la misma, aun cuando ésta haya

sido . reformada . en • el tribunal de apelación. es porque allí . está el título

de la Competencia judicial. kea el domicilio del reo o la materia del pleito,

etcétera, y,• consiguientemente. allí puede practicarse con mayor facilidad.
la ejecución.

¿Puede, actualmente, el juez delegado de primera instancia ejecutar la

sentencia por él mismo pronunciada? Omitimos el exponer la cuestión se-

gún el derecho antiguo, bastando afirmar que, si se trataba del delegado

del Pava, considerábase como aneja a la facultad de conocer, otorgada al.
delegado, la facultad de ejecutar; pero si se trataba del juez delegado por

el'Ordinafio local, la cuestión era mur controvertida (4).

	(21)	 /us ere/. trnirerxiiiit, t. 1. pars. IV, lit. XXVII, de eenlenlia el Te

n. WS.
	(24)	 '11111IN6, ///,`:, COO., I. II, lit. XXVII. III:11IINS1'UKL, lug ran. tiny., I. lit. 	 D, ti. HO.

SCHMALZOMIEHElt, les Feel. Univ.. lib. II. pars. IV, tit. 07. n.
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El único autor que, después del Código, sabemos ha estudiado de pro-
pósito esta cuestión es el Cardenal LEGA (25). Creemos que la cuestión
merece, en efecto, aun actualmente, alguna consideración, porque no deja
de ofrecer interés doctrinal y práctico y, además, porque apenas ha sido
tratada ni la solución es incontrovertible.

He aquí, en resumen, la doctrina que, después del Código, defiende el
Cardenal LEGA: a) Si el Papa nombra un juez delegado para todas las
causas, afirma (1. c., p. 88, 7) "sin duda el delegado ejecuta la sentencia".
La misma doctrina sostiene cuando el juez ha sido delegado por el Ordi-
nario local para todas las °clams. (p. 90, 8). La razón que alega es porque
la delegación general, según el canon 200, § i , delie interpretarse en sentido
amplio.

b) Sobre la delegación para casos particulares, cuando se trata del
juez delegado par el Ordinario; afirma, sin ninguna duda, que el juez dele-
gado para el conocimiento de la causa no tiene facultad para ejecutar la
sentencia, a no ser que dicha facultad sea expresamente otorgada, porque
la facultad para casos particulares debe interpretarse estrictamente según
el mismo canon 200, § i (p. 88, n. 6, y p. 90, n. 9). Pero si es el Papa
quien delega para casos particulares, la cuestión dice que se presenta mucho
más dudosa, aunque el opina que no debemos separarnos del antiguo de-
recho, y, por lo mismo, que el delegado para sentenciar debe considerarse
autorizado para ejecutar la sentencia (pp. 88, 89, n. 7).

La doctrina del Cardenal LEGA al afirmar que, en algunos casos, la
delegación judicial, si nada se expresa acerca de la facultad para ejecutar
la sentencia, lleva aneja esta última facultad, no creemos se halle, después
del Código, sólidamente fundada. Dos razones alega el citado autor. La pri-
mera es la doctrina del . derecho antiguo, del tuai, en caso de duda, no
debemos apartarnos (canon 6, 4.°). La segunda es la aplicación del ca-
non 200, § I, que determina cuando la jurisdicción delegada ha de inter-
pretarse ampliamente y cuándo estrictamente.

La primera razón, conforme el mismo autor se objeta a si mismo, tiene
escasa fuerza probatoria. porque el Código ha reformado íntegramente la
doctrina acerca de la ejecución de la sentencia, hasta el punto, según ante
riormente Ile demostrado, de invertir el antiguo apotegma jurídico: iudez
cogn:tionis est iudex executionis, subrogándolo por su contrario: index
cognitionis non est index execntionis. Por lo mismo, lo que más lógica-
mente debemos afirmar es que en el Código no se contiene de ninguna

(95) 	 I.PGA, •1. 4%, VOL III, pp. 88-00.
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manera el antiguo principio	 el cual nunca gozó de aceptación unanime—.
y, en,, consecuencia, a tenor del-canon 6,. 6_7, dicho -principio  ha perdido.
todo su valor.

. Tor lo que atañe a la aplicición - del canon l!oo, § 1, debemos observan
que aun en aquellos casos en que se admite la interpretación arnplia,, no
está por el mismo hechq permitida la interpretación extensiva, que, salién-
dose totalmente de la esfera material de la ley, se aplica a casos que se
suponen comprendidos en la mente del legislador. E interpretación cierta-
mente extensiva es la que incluye en la facultad de juzgar la de ejecutar
la sentencia, puesto que el Código lis '(.7onsidera como distintas y normal-
mente separadas. En algún caso de d2legación judicial podrán considerarse
vinculadas ambas facultades; pers este hecho debe probarse en concreto;
de la Misma manera como se encuéntra . la necesidad dc la interpretación
extensiva a un caso particular. Li doctrina que defendemos la sostiene'
también CORONATA,' quien dice: - Rtiatu si ibi sententia lata est a deLgato-

a Papa, adhue ibi faeienda est execuno 'a loci - Ordinario" (26). La misma
solución da ROBERTI con estas palabras: "Nec. delegati a S. Sede . possunt
sententiam exequi, nisi hoc fmrii corninissinn in rescripto delegationis" (27):
Observa a continuación el mismo Rot-null que generalmente se encomienda'
la ejecución al Ordinario de lugar, si la sentencia ftié dada en primer grado
por su tribunal; en caso contrario, a las Congregaciones competentes. Pero
las mismas S. Congregaciones suelen remitir la ejecución al Ordinario local.
El P. VIDAL afirma algo confusa e imprecisamente: - Si agatur de sen ,

tentia data ab aliquo tribunali delegato, executio pertinet ad eum
cui delegans ipsam commissit." Este -aserto no puede verificarse cuando
.el tribunal delegado no es el de primera instancia; porque entonces la eje ,

cución compete al Ordinarió en cuyo tribunal se dió.la primera sentencia?
y esto por prescripción del mismo canon que ahora comentamos. Añade
luego el P. VIDAL, coincidiendo con -la sentencia que 'hemos defendido:
“Quodsi agatur de delegatione pontificia -et rescriptum delegationis nihil
caveat de executore, recurrendum erit ad Ordinarium loci pro executione
obtinenda" (28). La doctrina del P. VIDAL sobre estos doS puntos refe .--
rentes a la ejecución a la sentencia dada por un tribunal delegado es ;trans'
cripción de lo que afirma MUNIZ en su clásica obra De proceditnientos (29)

(28) • CORONATA, instil. I. C., ed. 	 a. 1941, l)t, Processibot.•:, n. I 43 0 .

(27) ROBERTI, 1. C., II, p. 292.
'(28) WERNZ-VIDAL, lus Canonicum, t. VI,' De Processitma, 	 r)60, 4.4

(29) MUNIE, Procedimientos Ectesidsticos, 1H , n. 528,
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El § 2 del canon 1.920 provee al caso en que el Ordinario del lugar

donde se dió la sentencia en primera instancia, no lleve a efecto la ejecu-

ción de la sentencia. Dice así el § 2: "Pero si éste lo rehusare o fuere

negligente, la ejecución compete al juez de apelación, a instancia de la
parte interesada o también d4 oficio."

Ya anteriormente queda señalada la anomalía que se advierte en la
Prescripción canónica de este § 2, el cual, si bien es cierto que, por una

parte, se amolda perfectamente a las directrices predominantes de la mo-

(lerna doctrina procesal, hállase, por otra, en abierta discrepancia con

el § i del mismo canon 1.920, puesto que en el § i se encomienda la eje-

cución al Ordinario local de primera instancia, mientras en el § 2 se enco-

mienda no al Ordinario local de grado superior, sino al juez de apelación,
que puede ser el tribunal de segunda instancia o la S. R. Rota o, en Es-
paria, la Rota de la Nunciatura Apostólica. Si la Rota Romana fuere

negligente en ejecutar la sentencia dada por ella misma. en primera ins-
tancia, competiría urgirla a la Signatura Apostólica. La misma atribución

parece reconocerse a la Signatura Apostólica en orden a la Rota de Madrid,

por la analogía de ésta con la Rota Romana.

De lo dicho se concluye que el Provisor o juez de primera instancia.

en cuanto tal, no puede ejecutar la sentencia; por el contrario, en caso de

no ejecutarla el Ordinario local de primera instancia corresponde la eje-

cución al juez de apelación o al Ordinario de este mismo grado en cuanto

que es el juez nato en su territorio. Siempre que es el juez de apelación

quien, en defecto del Ordinario de primera instancia, ejecuta la sentencia,

dicho juez cumple una doble función: procesal y administrativa. Proemel,
en cuanto que, aparte de la solución de otras cuestiones, es incumbencia

suya, y no del ejecutor inferior, juzgar si este Ultimo rehusó sin motivo

o fue negligente en la ejecución de la sentencia. Administrativa, ya que

el acto por el que autoritativamente se ejecuta la sentencia es por su misma

naturaleza de orden administrativo o gubernativo. Esta doble función, pro-
cesal y administrativa, que corresponde siempre al ejecutor de la sentencia,

tiene especial relevancia procesal cuando hay defecto por parte del'Ordi-

nario de primera instancia, y ésta quizá sea la causa de que nuestro Código,

variando el procedimiento, encomiende la ejecución al juez de apelación.

El P. CORONATA afirma que la razón porque la ejecución de la sentencia,

en este caso, se encomienda al juez de apelación y no a la Santa Sede o al

Metropolitano se funda en la misma naturaleza de la cosa. "qui enim que-
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ritur de non obtenta executione, excipit ad obtinendam executionem sen-
tentiae indicialis" (30); pero esta explicación no parece convincente.

recurso al juez de apelación, cuando el de primera instancia no eje-
cuta, dentro del plazo establecido, la sentencia judicial, puede entablarse,
comp dice el § 2 del canon que venimos comentando, o a instancia de la
persona interesada en la ejecución de la sentencia, que es la que triunfó
en el juicio, o también de oficio por el promotor fiscal. En' esta segunda
forma debe hacerse, a falta de la correspondiente instancia privada, cuando
se trata de los menores o de las personas morales y siempre que se discutan
causas que por su mismo objeto afecten directamente al bien público.

Observa certeramente el Cardenal LEGA (3 , 1 ) que si bien el canon 1.920,
§ 1, concede facultad general al juez de apelación para ejecutar de oficio
ta sentencia cuando el Ordinario de primera instancia deja de hacerlo, no'
conviene que el juez de apelación ejecute la sentencia, principalmente en
lias causas privadas, si no es a instancia de la parte interesada o del pro-
motor fiscal, a fin de que no parezca que el juez hace el oficio de actor

en el proceso ejecutivo. Cita LEGA para confirmar su atinada observación
el canon 1.618, pero la cita sólo tiene valor de remota analogía; puesto que
el canon 1.618 habla del proceso cognoscitivo, y en éste el juez nunca
puede ejercer su oficio sin previa acción o petición, jddicial, propuesta por
una persona privada o pública, según la diversidad de los casos.

El § ? del canon 1.92o establece esta norma, que difiere también de
lo prescrito en el § i y en el § 2. He aquí el texto del § 3: "Entre los reli-
giosos, la ejecución corresponde al Superior que dió la sentencia definitiva
o nombró al juez delegado." La sentencia definitiva no se entiende con-
forme al canon 1.868, § 1, o sea como opuesta a la sentencia interlocutoria,
sino tomo sentencia firme o cosa juzgada. Correspondiendo la ejecución
de la sentencia, en los tribunales religiosos, al Superior en cuyo tribunal,
ordinario n delegado, la sentencia se hizo firme, el ejecutor ya no es nece-
sariamente el Superior de primera instancia, y si se interpone la apelación

en el plazo útil, ni siquiera puede serlo. De donde nace una importante
diferencia entre el § 3 y el § i del canon 1.920. Esta diferencia se basa,
indudablemente, en la diversa forma como se ejerce la potestad judicial
de los Obispos y la de los religiosos clérigos exentos: la primera siempre se

(30) CORONATA, Instit. I. C., vol. III, n. 1439, 2.*
(31) CARD. LIMA, 1. C., p. 92, n. 14.
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ejerce con 'alguna dependencia del territorio, mientras . que la segunda es.

"
directamente	

.
personal, y Por esta cansa la sentenCia* del Ordinario loca

se . -ejecuta mejor en el lugar donde se pronunció-la.'primera sentencia, ven-
taja que no existe o no ès tan relevante Cuatido se trata de his religio-'
sos (32).

Las prescripciones del canon I.92o sobre el juez competente en . urden
a la ejecución de la sentencia marcan límites absolutos e improrrogables.
cuya transgresión produce la invalidez de la ejecución. Así lo exige la na-.
turaleza misma de la cosa, puesto que la ejecución realizada por quien no
está facultado para ello es jurídicamente inexistente (canon r.68o, § 1) (3-3):

El Código no determina el procedimiento que puede seguirse contra
las resoluciones dadas por el ejecutor de la sentencia acerca del modo y
alcance de la ejecución. ROBERT! y CORONATA (34) opinan que puede recu-
rrirse al Superior del ejecutor, en el orden disciplinar o gubernativo, y que
también se puede recurrir al juez de apelación. MUNIZ (35) afirma guy
como el ejecutor no tiene carácter de juez, no se puede apelar de sus reso-
luciones a ningún tribunal, pero se puede recurrir contra él al delegante y 4
la Santa Sede. La misma sentencia de MUNIZ sostiene también
VIDAL (36). El Cardenal LEGA admite llanamente la apelación. contra ,las
resoluciones dadas por el ejecutor acerca de los incidentes provocados sobre
la ejecución: "In tractandis, definiendis his causis ordo servatur -praestil'
tutus quaestionibus incidentibus; sententiae has definientes etíam per ap-
pellationem possunt impugnan i	 gravanien inde proveniens parti fieret
finitivurn et irrevocabile" (3.7).

Nosotros juzgamos que la apelación propiamente dicha no puede admi-
tirse, porque la apelación sólo se propone contra la sentencia definitiva, nó
contra los decretos y sentencias interlocutorias (canon I.88o, 6."). Pero sí
puede recurrirse contra las resoluciones del ejecutor al delegante o a •la
Santa Sede. También' nos parece probable que pueda recurrirse al juez
de apelación, por analogía con el caso de negligencia del ejecutor (ca-
non 1.920, §

(32) CORONATA, I. C., O. 1439,

(33) ROBERTI, I. C., 'ii, n:	 h. 1439.

(34) ROBERTI, I. C., ed l.a, p. 295. emitONA4 %, I. kv., n. 1440.

(35) MUN1Z, I. C., III, n. 528, 9..
(36) WERNZ- VIDAL, 1. C., n. 660, 9.”
(57) 	 LEGA. I. C., III, p. 95. n. '1!2.
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Omitimos el tratar del modo de ejecutar la sentencia (cánones 1.921-

1923), por no entrar directamente esta materia dentro del cuadro de los
elementos constitutivos o de los presupuestos necesarios de la acción eje-
cutiva, que es lo único que nos hemos propuesto dilucidar. Tampoco tra-
tamos aquí—porque ello reclamaría otro largo estudio—de la ejecución de
la sentencia en algunas causas particulares, como las criminales, las bene-
ficiales y sobre todo las matrimoniales.

MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F.
Catedratieo en la Universidad Pontificia de Salamanca
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